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DERECHOS A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA Y AL DEBIDO PROCESO / ENTREGA DE VEHÍCULO AUTOMOTOR Y PAGO DE GASTOS DE PARQUEADERO. [L]e asiste razón al actor en las manifestaciones realizadas en su líbelo petitorio, razón por la cual se habrán de tutelar sus derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia y debido proceso, toda vez que se le está imponiendo una carga que por disposición legal no le corresponde asumir a él; sin embargo en este punto la Sala observa una inconsistencia, toda vez que al revisar detalladamente la tarjeta de propiedad del automotor que se encuentra a folio 20 del expediente, se observa que el señor Hugo Mario no es el propietario del mismo, sino que figura a nombre de otra persona, a pesar de ello, de acuerdo al acta de entrega provisional suscrita por la Fiscalía, se evidencia que la autorización para la entrega del mismo se realizó a nombre de quien al interior del proceso penal funge como apoderada del señor Álvarez. La Sala parte entonces de la teoría de que en efecto hay un entorpecimiento en el trámite de entrega del rodante, razón que influye para considerar que debe accederse a la solicitud invocada, pero con la claridad de que el vehículo en mención se habrá de entregar bien sea a quien figura como propietaria del mismo, o a quien de forma expresa la Fiscalía autorizó en el acta de entrega provisional. Así las cosas, se le ordenará al parqueadero San Fernando que en el plazo máximo de tres días hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a hacer entrega del vehículo Renault Sandero GT de placas RAL 398, tal como previamente lo ordenó la Fiscalía 50 Local de Dosquebradas, en apoyo a la Fiscalía 18 Local de la misma municipalidad, sin exigir para ello ningún requisito diferente a la presentación de los documentos que acrediten la identidad del reclamante y/o la propiedad sobre aquel rodante.     
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ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor HUGO MARIO ÁLVAREZ en contra de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN y la SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y MOVILIDAD DE DOSQUEBRADAS, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de petición y debido proceso. 

ANTECEDENTES:
De acuerdo a lo narrado por el actor en su escrito de tutela, se pueden extraer como relevantes para el presente asunto, los siguientes hechos: 
· El pasado 17 de junio de 2017 resultó involucrado en un accidente de tránsito, en el cual se vio presuntamente comprometida la salud e integridad de un motociclista y su acompañante, razón por la cual los agentes de tránsito correspondientes ordenaron la inmovilización de su vehículo.

· Con ocasión del mencionado suceso, el automotor quedó a disposición de la Fiscalía General de la Nación ese mismo día, concretamente a órdenes de la Fiscalía 18 Local de Dosquebradas.

· El 18 de julio del presente año la Fiscalía 50 Local en apoyo a la 18 Local ordenó la entrega provisional del vehículo de que tiene las siguientes características: marca Renault, línea GT, carrocería seda, modelo 2010, color gris plata, placas RAL-398. 

· El 19 de junio presentó por intermedio de su apoderada una petición al Instituto Municipal de Tránsito de Dosquebradas, tendiente a que se le hiciera la entrega del rodante sin el cobro de emolumento alguno por concepto de grúa y patios. Sin embargo, la respuesta resultó ser desfavorable, pues lo que indicó ese organismo de tránsito fue que el vehículo retenido se encontraba en un patio privado y no del municipio, tesis con la cual no está de acuerdo el actor, puesto que no fue su voluntad suscribir ningún tipo de contrato con ese parqueadero para dejar el automotor en su custodia, sino que ello se derivó de una labor realizada por el aludido Instituto. 

· Ante su inconformidad realizó también una petición al parqueadero “San Fernando”, en el que planteó los mismos argumentos expuestos en la petición realizada al Instituto Municipal de Tránsito de Dosquebradas, pero no recibió ninguna respuesta al respecto. 

· Por otra parte, refirió que los parqueaderos privados y públicos manejan tarifas absurdas por concepto de cobro de patios, que para el municipio de Dosquebradas se encuentran tazadas en 23.000 pesos al día, y en eventos como el presente, en que se ha ordenado la entrega provisional de un vehículo, si por alguna circunstancia no se puede retirar el mismo de forma inmediata, por ejemplo por no contar con el dinero suficiente para el pago exigido por la grúa y los patios, se continúa generando ese cobro por cada día.  
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó el señor Hugo Mario que se ordene al Instituto Municipal de Tránsito de Dosquebradas, y a su vez al parqueadero “San Fernando”, la entrega del vehículo plurimencionado, sin que para ese fin se le exija ningún tipo de cobro por grúa o patios. 
Además, se ordene a ese organismo de tránsito oficiar a los parqueaderos que guardan vehículos inmovilizados por una orden judicial, que se abstengan de cobrar emolumentos por concepto de grúa y patios. Y en el mismo sentido, se ordene a la Fiscalía General de la Nación, oficiar a las respectivas entidades acerca de la prohibición de efectuar cobros por parqueaderos a los vehículos inmovilizados por accidentes de tránsito con heridos. 
TRÁMITE PROCESAL:

La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 20 de septiembre del año que transcurre, y se avocó su conocimiento por medio de auto del día siguiente en contra del Instituto Municipal de Tránsito de Dosquebradas, la Fiscalía General de la Nación y el establecimiento/parqueadero “San Fernando”. Además se dispuso la vinculación oficiosa del Ministerio de Transporte, las Fiscalías 18 y 50 Locales de Dosquebradas y la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial, a quienes se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS:

FISCALÍA 50 LOCAL DE DOSQUEBRADAS: indicó que frente al caso concreto ese Despacho sólo cumplió la función de apoyo a Fiscalía 18 Local de Dosquebradas, la cual se encuentra adelantando la respectiva investigación sobre ese asunto, por lo tanto se le corrió el traslado del respectivo escrito, por ser de su competencia. 

DIRECCIÓN SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL: básicamente manifestó que carece de legitimación por pasiva, toda vez que la misma se encuentra en cabeza de quienes impartieron la orden de inmovilización del vehículo. 

Además, recordó que la Fiscalía General de la Nación es un organismo independiente, con autonomía administrativa y presupuestal.   
FISCALÍA 18 LOCAL DE DOSQUEBRADAS: después de hacer un recuento de las actuaciones procesales derivadas del trámite en cuestión, indicó que los mismos se han efectuado dentro de los términos legales, lo que se traduce en una ausencia de vulneración de los derechos del actor por parte suya.

En lo concerniente a los procedimientos que realiza la policía judicial u organismo de tránsito, dijo que son ellos, al estar encargados de la inmovilización del vehículo, los llamados a responder, y afirmó que cuando en el hecho de tránsito resultan víctimas, la respectiva secretaría de tránsito tiene establecidos unos parqueaderos y tarifas que se deben pagar una vez se autoriza su entrega. 
MINISTERIO DE TRANSPORTE: después de citar las normas que considera aplicables al caso, concretamente los artículos 100 del Código Penal y 100 del Código de Procedimiento Penal, explicó que esa Cartera Ministerial no tiene ningún tipo de injerencia sobre los trámites judiciales que se adelantan con ocasión de la inmovilización de un vehículo involucrado en un accidente de tránsito y su posterior entrega. 
PARQUEADERO SAN FERNANDO: argumentó que no se accedió a la solicitud de entrega del vehículo por cuanto no se aportó la respectiva orden de la Fiscalía, además no se aportaron los respectivos paz y salvos por concepto de grúa y patios de la oficina de tránsito de Dosquebradas, de manera que no ha actuado con negligencia ni de forma arbitraria, pues su deber es el cuidado y vigilancia de los vehículos. 
SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y MOVILIDAD DE DOSQUEBRADAS: en primer lugar se refirió a la contestación que ese organismo dio a la solicitud elevada por el actor para que se le exonerara del pago de grúa y patios que se le exigen, la cual se expone en el mismo sentido en que lo narró el actor dentro de los hechos de esta acción de tutela.   
Más adelante explicó que el servicio de parqueadero no lo está prestando la administración de justicia, sino la Secretaría de Tránsito de Dosquebradas a través de un particular, aunado a ello, hizo referencia al Acuerdo Municipal No. 028 de 2014, por medio del cual se adopta el Estatuto Tributario Municipal de Dosquebradas, que establece lo relacionado con el pago del servicio de grúa y parqueo, así como las tarifas que se encuentran contempladas en el Decreto No. 004 de 2017, las cuales deben ser asumidas para el reclamo de todos los vehículos que sean inmovilizados en los patios oficiales de tránsito, con el respectivo ajuste en las tarifas de los parqueaderos privados. 
De acuerdo a lo anterior no es posible entregar el vehículo al señor Hugo Mario Álvarez sin el cumplimiento del mencionado requisito, toda vez que se encuentra inmovilizado desde el 17 de junio de 2017, y a la fecha adeuda por concepto de parqueadero un total de 2’124.684 pesos, los cuales deben ser asumidos por el actor, pues de lo contrario se estaría desconociendo lo preceptuado en el artículo 125 de la Ley 769 de 2002. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Le corresponde determinar a esta Colegiatura si por parte de alguna de las autoridades o entidades vinculadas al presente asunto, se han desconocido los derechos fundamentales invocados por el señor Hugo Mario Álvarez. 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Sobre el debido proceso:

Establece el artículo 29 constitucional que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades, por ello la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 1994 lo definió así:

“el debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de justicia y la debida fundamentación de las relaciones judiciales, mediante el acatamiento del principio de juridicidad propio del Estado de derecho, y que excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o praeter legem. En consecuencia, el debido proceso es un derecho fundamental, susceptible de ser protegido por medio de la acción de tutela, ya que las actuaciones de los servidores públicos que solo obedezcan a motivaciones internas, desconocen la primacía de los derechos inalienables de la persona, la protección constitucional de los derechos fundamentales y la prevalencia del derecho sustancial”

Y posteriormente la misma Corporación dijo:

“5.2 La jurisprudencia de esta Corporación también se ha pronunciado de manera pacífica y consolidada acerca del contenido, elementos y características del derecho al debido proceso, el cual es considerado uno de los pilares fundamentales del Estado Social y constitucional de Derecho. Entre los elementos más importantes del debido proceso, esta Corte ha destacado: (i) la garantía de acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia, con el fin de lograr una pronta resolución judicial; (ii) la garantía de juez natural; (iii) las garantías inherentes a la legítima defensa; (iv) la determinación y aplicación de trámites y plazos razonables; (v) la garantía de imparcialidad; entre otras garantías.”
 

Sobre el derecho al acceso a la administración de justicia: 

El artículo 229 de la Constitución Política establece el derecho que tienen todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. Ahora bien, la activación de ese aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto por ello la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal-Tutela en indicó al respecto: “Administrar justicia es entonces, una actividad reglada y garantizadora que se desarrolla por etapas entrelazadas o unidas por un objetivo común, el de obtener la aplicación del derecho positivo a un caso concreto sometido a la actividad jurisdiccional del Estado.”
  

Por otra parte la máxima guardiana de la Constitución ha dicho:

“Ahora bien, conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso.
 
En cuanto a lo primero, el derecho a acceder a la justicia contribuye de manera decidida a la realización material de los fines esenciales e inmediatos del Estado tales como los de garantizar un orden político, económico y social justo, promover la convivencia pacífica, velar por el respeto a la legalidad y a la dignidad humana y asegurar la protección de los asociados en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades públicas.
 
En cuanto a lo segundo, atendiendo a su importancia política, la jurisprudencia constitucional le ha reconocido al acceso a la administración de justicia el carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata, integrándolo a su vez con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, y relacionándolo con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad. Por virtud de tal vinculación, el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonables; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso. (…)”
Sobre la inmovilización de los vehículos implicados en accidentes de tránsito: 

El artículo 250 de la Constitución Política de Colombia le impone a la Fiscalía General de la Nación, en su ejercicio de adelantar la investigación penal, el deber de propender por los derechos de las víctimas que se deriven de la comisión de un posible ilícito. 
Es con ocasión del cumplimiento de tal deber de rango constitucional que el Código Penal y el de Procedimiento Penal, contemplan, coincidencialmente ambas en el artículo 100, ciertas medidas especiales para aquellos eventos en que la víctima surge de la ocurrencia de un accidente de tránsito, caso en el cual el vehículo se pone, en principio, a disposición del ente acusador, quien establecerá si se cumplen los requisitos para la entrega provisional del vehículo hasta tanto se culmine la respectiva investigación, o se garantice de alguna otra manera la indemnización o reparación del afectado. 
De lo anterior, se puede inferir que la finalidad de la inmovilización de un vehículo involucrado en un accidente de tránsito, es en últimas una facultad de la cual goza la Fiscalía General de la Nación representada en una medida cautelar, para garantizar a forma futura el resarcimiento del afectado con el suceso, no resulta pues de la voluntad del investigado, ya que tampoco se le confiere la potestad de decidir sobre ello, de manera que no constituye un contrato mediante el cual éste se obligue a la cancelación de la suma de ningún emolumento por dicho concepto, pues no puede ser confundido con la inmovilización que se hace de los vehículos cuando se ha incurrido en una infracción a las normas de tránsito.
Para sustentar lo anterior, basta con acudir a lo consagrado la Ley 769 de 2002 “por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones”, la cual indica en su artículo 125 que: 
“La inmovilización en los casos a que se refiere este código, consiste en suspender temporalmente la circulación del vehículo por las vías públicas o privadas abiertas al público. Para tal efecto, el vehículo será conducido a parqueaderos autorizados que determine la autoridad competente, hasta que se subsane o cese la causa que le dio origen, a menos que sea subsanable en el sitio que se detectó la infracción.” (negrillas y subrayas por fuera del texto original)
Ahora, la regulación de esa disposición está consagrada más adelante en el artículo 128, modificado por la Ley 1730 de 2014, que expone de forma clara, y sin lugar a elucubraciones en su inciso 9º que: 
“El anterior procedimiento no será aplicado a los vehículos que hayan sido inmovilizados por orden judicial, los cuales seguirán el procedimiento señalado por la ley, caso en el cual la autoridad judicial instructora del proceso respectivo tendrá que asumir el costo del servicio de parqueadero y/o grúa prestado hasta el día que el vehículo sea retirado del parqueadero.” (Negrillas y subrayas por fuera del texto original) 
En el presente caso es claro que al señor Hugo Mario Álvarez, las autoridades de tránsito del municipio de Dosquebradas le inmovilizaron su vehículo como resultado de un accidente automovilístico desde el 17 de junio del presente año, día mismo en el cual el rodante fue puesto a disposición de la Fiscalía General de la Nación por haber resultado dos personas heridas en ese suceso, trasladándole con ello la competencia del asunto a esta última, la cual, en teoría, se responsabiliza de aquel bien que encuentra la materialización de su custodia en otro establecimiento que presta ese servicio específico, que en este caso es el Parqueadero San Fernando.  

La H. Corte Constitucional ya se ha pronunciado
 frente a este tema, y ha enseñado a través de su jurisprudencia que los gastos de parqueo y servicio de grúa generados por la inmovilización de un vehículo, corresponden durante toda la actuación a la respectiva autoridad judicial: 

“Cuando un vehículo es aprendido, como en el presente caso, la administración en principio debe conducirlo a los patios, creados y destinados para el cumplimiento del citado servicio, salvo que el particular, consienta en depositarlos en otros lugares, como parqueaderos o talleres que prestan o desarrollan un objeto similar.

3. Suele suceder que un parqueadero, al mismo tiempo, desarrolle las dos formas de servicio, es decir, preste las actividades de patios y parqueo. Al respecto ha señalado el Consejo de Estado, “...en este tipo de establecimientos, se prestan servicios de custodia de vehículos mediante dos modalidades: a) como patios, cuando son inmovilizados por orden de autoridad competente, con duración indefinida mientras se levanta la orden de inmovilización y sin que cuente para nada el ánimo del propietario para dejar allí su carro; y, b) como parqueadero, evento en el cual el vehículo es depositado a voluntad de quien lo conduce, durante lapsos esencialmente mensurables, con recepción de recibo de depósito generalmente traducido en un registro de la hora de ingreso, identificación del depositante y placas del vehículo y sujeto a tarifas establecida por hora o fracción de hora...” [4]. En este caso, el desarrollo de la actividad de patios, tiene su origen en contratos de concesión que celebran las entidades de transito y transporte con los parqueaderos privados.

Por lo cual, es evidente que entre las dos modalidades de servicio, existen diferencias que determinan su cobertura y obligaciones. Ciertamente, tratándose de patios, los vehículos son depositados sin mediar la voluntad de su dueño, asumiendo la autoridad competente todas las obligaciones y responsabilidades por su vigilancia y cuidado, y requiriendo para su entrega, la orden de autoridad mediante la cual se subsane la causa que dio origen a su inmovilización. Mientras que en relación con el servicio de parqueo, los automotores son depositados por el querer del propietario, siendo él, el responsable de los costos y gastos que produzca su atención y vigilancia.

4. Ahora bien, en el evento en que un vehículo es inmovilizado y depositado en un patio, o en un parqueadero, por orden de autoridad competente, ¿quien debe cancelar el valor de los citados servicios?.

(…) 
Ahora bien, cuando un automotor es trasladado a un patio, el sujeto titular del bien no presta su consentimiento en la decisión, circunstancia por la cual, es impredicable la existencia de una relación contractual, ya que “condicio sine qua non” de la misma, es la existencia previa de un acuerdo de voluntades.
(…)

Ante la ausencia de relación contractual, es necesario acudir al ordenamiento jurídico para precisar si existe un mandato normativo que imponga la susodicha obligación. Es así como, en materia de investigación, instrucción y en general en el desarrollo de la causa penal, no existe una orden normativa que establezca el gravamen por parte del sindicado de soportar las expensas derivadas de la prestación de la actividad de patios, circunstancia por la cual, aunque es predicable la existencia de un derecho al cobro del servicio prestado, su imputabilidad se predica en relación con quien dispuso la entrega del vehículo, es decir, de la autoridad competente.
En el mismo sentido lo expresó la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia en sede de tutela, en Sentencia STP11138-2015 del 20 de agosto de 2015, sosteniendo la posición de que no debe ser el investigado quien asuma el pago de ese tipo de servicios, teoría que aplicó en la resolución del caso concreto:   
“En el presente asunto se observa que en la Fiscalía 2ª de Los Patios cursó investigación penal con ocasión del accidente de tránsito en el que se vio comprometido el automóvil de placas URG-727, de propiedad de la aquí accionante, el cual fue retenido por la Policía de Carreteras y dejado luego a disposición de dicha autoridad judicial, 

Lo anterior demuestra que la dueña del automotor no prestó su consentimiento para el traslado al parqueadero denominado COMERCIALIZADORA ANFA LTDA. y, por lo tanto, no existió ningún tipo de contrato que hiciera exigible el cobro de los gastos ocasionados con el cuidado y vigilancia.

Así mismo, en otro pronunciamiento (Sentencia STP12190-2015 del 10 de septiembre de 2015) dijo esa Alta Corporación que: 

“4. Desde ya ha de señalar la Sala que la sentencia del Tribunal a quo será confirmada, porque es el mismo recurrente quien en el escrito de impugnación hace referencia a lo estatuido en la Ley 1730 de 2014 , que en el artículo 1º, inciso 9º, establece que frente a los vehículos inmovilizados por orden judicial, “la autoridad judicial instructora del proceso respectivo tendrá que asumir el costo del servicio de parqueadero y/o grúa prestado hasta el día que el vehículo sea retirado del parqueadero”.

5. Precisión que sirve para señalar que le corresponde no solo asumir los costos por parqueo del vehículo inmovilizado sino el rubro por concepto de “grúa”, habida cuenta que ello hace parte del proceso de preservación del automotor durante su traslado hasta las instalaciones de custodio.

6. Además, no puede desconocerse que demostrado está que la situación que involucró la inmovilización preventiva del vehículo de placa CFB - 085 no fue considerada una infracción de tránsito, como se quiere hacer ver, sino producto de un hecho que actualmente se investiga por el presunto delito de lesiones personales culposas, situación que no es desconocida por el Subdirector Seccional de Apoyo a la Gestión - Cali de la Fiscalía General de la Nación.”
Lo dicho hasta ahora es suficiente para concluir que le asiste razón al actor en las manifestaciones realizadas en su líbelo petitorio, razón por la cual se habrán de tutelar sus derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia y debido proceso, toda vez que se le está imponiendo una carga que por disposición legal no le corresponde asumir a él; sin embargo en este punto la Sala observa una inconsistencia, toda vez que al revisar detalladamente la tarjeta de propiedad del automotor que se encuentra a folio 20 del expediente, se observa que el señor Hugo Mario no es el propietario del mismo, sino que figura a nombre de otra persona, a pesar de ello, de acuerdo al acta de entrega provisional suscrita por la Fiscalía, se evidencia que la autorización para la entrega del mismo se realizó a nombre de quien al interior del proceso penal funge como apoderada del señor Álvarez. 

La Sala parte entonces de la teoría de que en efecto hay un entorpecimiento en el trámite de entrega del rodante, razón que influye para considerar que debe accederse a la solicitud invocada, pero con la claridad de que el vehículo en mención se habrá de entregar bien sea a quien figura como propietaria del mismo, o a quien de forma expresa la Fiscalía autorizó en el acta de entrega provisional. 

Así las cosas, se le ordenará al parqueadero San Fernando que en el plazo máximo de tres días hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a hacer entrega del vehículo Renault Sandero GT de placas RAL 398, tal como previamente lo ordenó la Fiscalía 50 Local de Dosquebradas, en apoyo a la Fiscalía 18 Local de la misma municipalidad, sin exigir para ello ningún requisito diferente a la presentación de los documentos que acrediten la identidad del reclamante y/o la propiedad sobre aquel rodante.   

Así mismo, se advertirá que los trámites administrativos relacionados con el pago de los gastos ocasionados hasta el momento de la entrega, deberán ser resueltos entre el mencionado establecimiento y la Fiscalía General de la Nación, siendo esta última en todo caso quien asuma dichos rubros.   
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia y debido proceso del señor HUGO MARIO ÁLVAREZ, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR al representante legal del PARQUEADERO SAN FERNANDO que en el plazo máximo de tres días hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a hacer entrega del vehículo Renault Sandero GT de placas RAL 398 bien sea a quien figura como propietaria del mismo, o a quien de forma expresa la Fiscalía autorizó en el acta de entrega provisional, sin exigirle para ello ningún requisito diferente a la presentación de los documentos que acrediten la identidad del reclamante y/o la propiedad sobre aquel rodante.   

TERCERO: ADVERTIR que los trámites administrativos relacionados con el pago de los gastos ocasionados hasta el momento de la entrega de vehículo, deberán ser resueltos entre el mencionado establecimiento y la Fiscalía General de la Nación, siendo esta última en todo caso quien asuma dichos rubros.   

SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia C-331 de 2012, M.P. Dr. Luís Ernesto Vargas Silva. 


� Radicado 44768 del 20 de noviembre de 2009.


� Sentencias T-1000 de 2001 y T 748 de 2003 (entre otras) 
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